HOMICIDIO CULPOSO
RADICACIÓN: 660016000035201102675-02
PROCESADO: LBM
REVOCA AUTO
A. N° 021

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL / MEDIDA CAUTELAR SOBRE BIENES DE TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE / ES COMPETENTE PARA DECIDIR SOBRE ELLA EL JUEZ DE CONOCIMIENTO QUE HAYA PROFERIDO LA SENTENCIA.
… en curso del incidente de reparación integral el representante de las víctimas solicitó al a quo que procediera a efectuar la inscripción de la demanda respecto del bien inmueble que figura como de propiedad del señor WILLIAM BEDOYA BEDOYA en calidad de tercero civilmente responsable. Lo dicho, con fundamento en lo reglado en el canon 590 C.G.P. al que se debe acudir por remisión normativa. Petición que no surtió el alcance esperado por cuanto el funcionario de primer nivel se abstuvo de tomar determinación al respecto por considerar que carece de competencia para ello, misma que traslada a los Jueces con función de control de garantías.
Debe decir el Tribunal, que no comparte en absoluto el argumento del juez de primer nivel, porque la intervención del juez con función de control de garantías en el proceso penal tiene un límite y este lo es “hasta el pronunciamiento del sentido del fallo”, toda vez que las demás determinaciones que deban adoptarse radican exclusivamente en cabeza de los jueces de conocimiento, con la salvedad a que hizo alusión la Corte Constitucional en la Sentencia C-042/18 .

Lo anterior, con mayor razón cuando el incidente de reparación integral, como así lo indicó el a quo, es un procedimiento eminentemente civil que se adelanta ante el Juez Penal con posterioridad a que se hubiera determinado la responsabilidad penal y la consecuente generación de un daño antijurídico, cuya indemnización se reclama.
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                                                                                                           RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE  
    Pereira, tres (03) de abril dos mil diecinueve (2019)

  ACTA DE APROBACIÓN No 339
  SEGUNDA INSTANCIA

	Condenado (incidentado): 
	LBM 

	Cédula de ciudadanía:
	1.093.220.074 expedida en Santa Rosa de Cabal (Rda.)

	Delito:
	Homicidio Culposo

	Víctima (incidentante):
	Ana Silvia Pinilla Rojas y otros

	Procedencia:
	Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por el apoderado de la víctima, contra la providencia de febrero 27 de 2019 por medio de la cual se abstuvo de dar trámite a solicitud de inscripción de demanda. REVOCA. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Mediante sentencia proferida en septiembre 29 de 2016 por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta capital, se declaró penalmente responsable al señor LBM por el delito de homicidio culposo en la persona de GREGORIO GONZÁLEZ PINILLA. Decisión ejecutoriada en la misma fecha. 
1.2.- Una vez adquirió firmeza el fallo en lo penal, el apoderado de los afectados presentó demanda con el fin de que se diera iniciación al incidente de reparación integral en contra del sentenciado, a cuyo efecto incorporó como víctimas indirectas a ANA SILVIA PINILLA ROJAS -madre de la persona fallecida-, LUZ NELBIA GONZÁLEZ PINILLA, JOSÉ DUVÁN PINILLA y LUZ AMPARO PINILLA -hermanos del finado-. Demanda que fue dirigida contra el penalmente responsable LBM, y el señor WILLIAM BEDOYA BEDOYA en condición de propietario del vehículo con el cual se causó la muerte al señor GONZÁLEZ PINILLA. 
1.3.- En audiencia de noviembre 02 de 2018 -la primera audiencia de trámite-, el incidentante solicitó la vinculación del señor WILLIAM BEDOYA BEDOYA en calidad de tercero civilmente responsable, misma que en principio fue negada por el a quo; en consecuencia el apoderado de víctimas interpuso los recursos ordinarios y la alzada fue desatada por esta Sala mediante proveído de  noviembre 28 de 2018, por medio de la cual revocó dicha determinación y se dispuso atar al señor BEDOYA BEDOYA en tal calidad.

1.4.- Por escrito de febrero 07 de 2019 el representante de los afectados pidió al a quo la inscripción de la demanda en el bien inmueble de propiedad del señor WILLIAM BEDOYA BEDOYA, conforme lo reglado en el canon 590 C.G.P., al cual se acude por remisión con el fin de garantizar el derecho a la indemnización que pudieran tener los afectados. El funcionario de primer nivel se abstuvo de resolver dicha petición al considerar que carece de competencia para ello, toda vez que, en su sentir, la competencia esta radica en los jueces con función de control de garantías.

1.5.- El apoderado de las víctimas se mostró inconformidad al respecto, y para tal efecto pidió que se revoque tal determinación y se ordene la inscripción de la demanda respectiva, al estimar que el incidente de reparación se rige por las reglas del C.G.P. pero en lo que no esté inserto en el procedimiento penal, y aunque en este se regulan las medidas cautelares, olvida el a quo que el canon 93 C.P.P. está dirigido única y exclusivamente al imputado, acusado o condenado, pero no al tercero civilmente responsable, y al carecerse de norma alguna es viable acudir a la legislación civil.

2.- Para resolver, se considera

2.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906/04.

2.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde definir a la Corporación si fue correcta la decisión adoptada por el titular del juzgado de conocimiento de abstenerse de dar trámite a la solicitud de inscripción de demanda sobre los bienes del tercero civilmente responsable, en los términos en que lo demanda el apoderado de víctimas.
2.3.- Solución a la controversia

Como se advierte, en curso del incidente de reparación integral el representante de las víctimas solicitó al a quo que procediera a efectuar la inscripción de la demanda respecto del bien inmueble que figura como de propiedad del señor WILLIAM BEDOYA BEDOYA en calidad de tercero civilmente responsable. Lo dicho, con fundamento en lo reglado en el canon 590 C.G.P. al que se debe acudir por remisión normativa. Petición que no surtió el alcance esperado por cuanto el funcionario de primer nivel se abstuvo de tomar determinación al respecto por considerar que carece de competencia para ello, misma que traslada a los Jueces con función de control de garantías.

Debe decir el Tribunal, que no comparte en absoluto el argumento del juez de primer nivel, porque la intervención del juez con función de control de garantías en el proceso penal tiene un límite y este lo es “hasta el pronunciamiento del sentido del fallo”, toda vez que las demás determinaciones que deban adoptarse radican exclusivamente en cabeza de los jueces de conocimiento, con la salvedad a que hizo alusión la Corte Constitucional en la Sentencia C-042/18
.

Lo anterior, con mayor razón cuando el incidente de reparación integral, como así lo indicó el a quo, es un procedimiento eminentemente civil que se adelanta ante el Juez Penal con posterioridad a que se hubiera determinado la responsabilidad penal y la consecuente generación de un daño antijurídico, cuya indemnización se reclama.

Véase que lo pedido por el representante de los afectados hace alusión a un trámite que no se encuentra regulado en el ordenamiento procedimental penal -la misma se halla reglada en el literal b), artículo 590 C.G.P.-, y por ende no podría ser un funcionario distinto al Juez Séptimo Penal del Circuito de Pereira quien debe pronunciarse frente a lo demandado por el requirente.

Le asiste entonces razón a la parte inconforme al señalar que las normas a las que acude el funcionario de primer nivel para soportar su postura -92 y 93 C.P.P.-, no pueden ser aplicadas en este asunto específico, en tanto estas hacen mención a las medidas cautelares que pueden ser impuestas por el juez de control de garantías frente a los bienes del imputado, acusado o condenado (aunque frente a este último desde luego que debe entenderse que la decisión radica en el juez de conocimiento), pero en momento alguno se hace referencia al tercero civilmente responsable, y la razón de ello radica en que la vinculación de tal interviniente se efectúa en desarrollo del incidente de reparación integral, es decir, una vez el fallo ha cobrado firmeza. Así las cosas, no puede entenderse de otra manera, la competencia para adoptar cualquier tipo de determinación a ese respecto le corresponde en forma exclusiva y excluyente al juez que profirió la sentencia en materia penal, que en nuestro caso no es nadie distinto al titular del Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta capital.

En ese orden de ideas, considera la Sala que la decisión del funcionario a quo en cuanto se abstuvo de adoptar decisión ante lo solicitado por el apoderado de víctimas, se observa desatinado, y en consecuencia se revocará la determinación proferida para en su lugar disponer que el expediente vuelva al despacho de origen para que se proceda a emitir el pronunciamiento de rigor.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA la providencia objeto de apelación.
Ante la reserva que debe mantener la presente determinación, habida cuenta que lo pretendido es la inscripción de una medida cautelar, esta providencia se comunicará por secretaría únicamente al apoderado de las víctimas.

Contra este proveído no procede recurso alguno.

Notifíquese y cúmplase

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Cuando la persona que ha sido condenada, fuere aprehendida, deberá ponerse a disposición del juez de conocimiento o en su ausencia ante el juez de control de garantías, dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a la privación de la libertad. 
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